STJSL-S.J. – S.D. Nº 097/18.-

--En la Provincia de San Luis, a ocho días del mes de mayo de dos mil dieciocho, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “MOYA, MARÍA JESÚS c/ NATEL NOEMÍ DEL CARMEN  s/ COBRO DE PESOS – LABORAL – RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP Nº 237572/12.- 
Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, CARLOS ALBERTO COBO y LILIA ANA NOVILLO.-
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C.?

III) En caso afirmativo a la cuestión anterior: ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: 1) Que de conformidad con constancias del sistema Iurix, la actora interpuso en fecha 04/09/2017 (actuación N° 7770634), recurso de casación contra sentencia definitiva R.L. LABORAL Nº 59/2017 de fecha 22/08/2017 (actuación N° 7708084), dictada por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 1 de la Primera Circunscripción Judicial, que en lo esencial revocó la sentencia de primera instancia, en cuanto ésta había condenado a la demandada a indemnizar a la actora por despido incausado, en la categoría de “maestranza” del CCT 130/75. En cambio, el fallo de la alzada reconoció, que la actora se desempeñó laboralmente como empleada de servicio doméstico de la demandada, en el período y horarios admitidos en la sentencia de grado, y que percibió ochocientos pesos mensuales. En consecuencia, ordenó el reenvío de la causa para que se proceda a la integración de la sentencia, y difirió el pronunciamiento sobre costas.
Los fundamentos del recurso intentado lucen incorporados al sistema Iurix en fecha 13/09/2017, mediante actuación N° 7842313.-
1.1) De la lectura de los aludidos fundamentos resulta, que el recurrente pretende fundar el recurso en los tres incisos del art. 287 del CPC y C. alegando, que el fallo de Cámara ha inobservado los artículos 59 de la CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE SAN LUIS, y los arts. 7, 9, 10, 12, 14, 23, 58, 62, 63, 232, 233, 242, 243, 245 y/o 246 de la Ley de Contrato de Trabajo Nº 20.744; arts. 14 y 18 de la CN; art. 1 y 2 de Ley N° 25.323; arts. 45 y 43 Ley N° 25.345, arts. 8 y 15 de la Ley N° 24.013 entre otros, que resultan aplicables sin lugar a dudas, al caso concreto de autos, según expresó.

Calificó a la sentencia de absurdo, y corolario de un profundo desconocimiento de los hechos y derechos, que las partes han invocado en cada uno de los escritos presentados y de las pruebas producidas en autos.
Insistió en que el a-quo ha realizado un erróneo análisis de las situaciones fácticas acaecidas entre las partes, aplicando como consecuencia, una incoherente solución al litigio, beneficiando y excusando a la demandada, al tiempo que le impidió una justa sentencia a la actora; por lo que pidió se case la sentencia y se haga lugar a todo lo reclamado, en virtud de lo probado por su parte.

Añadió con mayor especificidad, que la Cámara impone la aplicación de la ley de servicio doméstico, basándose en valoraciones sesgadas y selectivas de los hechos acaecidos, y de los derechos que han regido el vínculo laboral.
En relación a la cuestión fáctica advirtió, que el fallo reconoce que la actora prestó tareas laborales en el mercadito de la demandada, y tareas domésticas, para la misma accionada.
En lo medular del argumento recursivo dijo, que el fallo utiliza “la teoría de los actos propios”, para desechar la aplicación de la ley, y que a dicha teoría, la utiliza de manera selectiva en contra de la trabajadora.
Según el recurrente, la Cámara habría aplicado la teoría de los actos propios, por no permitir que la trabajadora cambiase los términos de intimación, cuando remitió las comunicaciones epistolares. Porque la actora en un primer telegrama laboral, reclamó en los términos del servicio doméstico, y en un segundo telegrama (remitido con anterioridad, a la respuesta de la demandada al primer requerimiento) aclaró, que sus tareas laborales si bien comprendían las tareas domésticas, también importaban las de limpieza del comercio, por lo que en nada, el segundo desvirtúa el primero, según afirmó.

Además agregó, que la demandada habiendo recibido los dos telegramas, negó cualquier tipo de relación laboral, por lo que en nada se ha afectado el derecho de defensa de ésta.
Hizo una interpretación de algunas testimoniales rendidas en la causa, y criticó la valoración que sobre las mismas hizo la Cámara, proponiendo la interpretación que sobre las testimoniales cree correcta, a la zaga de lo cual criticó que se haya hecho prevalecer la teoría de “los actos propios”, a la de la “realidad”.
También apuntó, que no ha sido negado que la actora realizaba tareas domésticas, sino que también realizaba tareas diarias de maestranza, en el mercadito de la accionada, por lo que se debió encuadrar la relación laboral en los términos de la ley N° 20.744, conforme lo dispuesto en los arts. 9 de la LCT y 59 de la Constitución Provincial.

Después, dedicó sendos acápites para referirse a: a) La irrenunciabilidad de los derechos laborales; b) Que no se aplicó el in dubio pro operario (arts. 9 LCT y 59 CP); c) Que se dejaron de aplicar los arts. 138/140 de la LCT; d) Que se dejó de aplicar el artículo 23 de la LCT; e) La independencia de las leyes N° 24.013 y N° 20.744; y f) La independencia del art. 45 de la ley N° 25.345  de la ley N° 20.744. 
1.2) En otro agravio criticó, que la Cámara haya rechazado la tasa de interés peticionada (la establecida por el Banco de la Nación Argentina, para el otorgamiento de préstamos de libre destino, para un plazo de 49 a 60 meses), siendo que ambas Cámaras lo han receptado en distintas oportunidades. 
Por ello solicitó al Superior Tribunal, proceda a unificar la jurisprudencia, y ordenar se aplique la tasa requerida. 
Citó las causas, entre las que se habría producido la acusada contradicción de jurisprudencia: EXP N° 217513/11 (Cámara 1) y EXP N° 257522/13 (Cámara N° 2), ambas de la Primera Circunscripción Judicial.-
Finalmente solicitó, se declare la nulidad de la sentencia recurrida, o su entera revocación, dando lugar a todo lo recurrido, en virtud de lo expresado por esta parte, con costas a la contraria.
2) Que ordenado y corrido el traslado de ley, compareció la contraria y contestó mediante actuación N° 7966286 de fecha 03/10/2017, escrito en el cual, por los argumentos que expuso, a los que remito a causa de brevedad, solicitó se rechace el recurso, con costas.

3) Que en fecha 26/02/2018 mediante actuación N° 8627271, se pronunció el Procurador General, en que en lo medular, dijo que: “A criterio de esta Procuración, le asiste razón al recurrente en cuanto a la interpretación del principio incorporado por la Ley N° 26.428, a la Ley de Contrato de Trabajo, para quedar redactado en los siguientes términos: En caso de duda sobre la aplicación de normas legales o convencionales prevalecerá la más favorable al trabajador, considerándose la norma o conjuntos de normas que rija cada una de las instituciones del derecho del trabajo, con un plus que como regla indica al Juzgador: Si la duda recayese en la interpretación o alcance de la ley, o en apreciación de la prueba en los casos concretos, los jueces o encargados de aplicarla se decidirán en el sentido más favorable al trabajador. (…) La Excma. Cámara ha seguido, a mi parecer, un criterio civilista. El derecho laboral está gobernado por principios específicos. Autorizada doctrina reflexiona acerca de la actual redacción del art. 9 LCT, por el que “el juez especial está obligado a apreciar la prueba del proceso judicial en el sentido más favorable al trabajador”, asimismo, en cuanto a la valoración de la prueba “en el sentido que indica la norma reformada (…) sólo puede tener a un destinatario, que es el juez especial o juez protector, ya que es el único funcionario que "aprecia la prueba" y luego se expide, aplicando el derecho en el caso concreto” (...) Por lo expuesto, corresponde la aplicación de la normativa invocada por la actora, con sustento en el plexo probatorio rendido en autos y su eficacia convictiva, el que, merituado, conduce, a criterio de esta Procuración, al encuadre de la relación laboral que la actora mantuvo con la demandada, su ex empleadora, en los términos del CCT 130/75, tal como lo interpretara el Juez de Primera Instancia”.

En lo relativo a la tasa de interés, dijo: “Con respecto a determinación de la Tasa de Interés, invoca el recurrente el inc. c) del art. 287 CPC y C SL, advierto que el Superior Tribunal de Justicia ha fijado criterio en reciente pronunciamiento del 26 de diciembre de 2017, en autos: “TORRES ÁNGEL MARTÍN c/ ALTA TENSIÓN S.A. y OTROS s/ ACCIDENTE O ENFERMEDAD LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP N° 217969/11, fijándose en el pto. III, la Tasa Activa Cartera General (préstamos), nominal anual del Banco de la Nación Argentina”.
Y concluyó: “Por los fundamentos expuestos, esta Procuración estima que debe hacerse lugar al Recurso interpuesto y casarse la Sentencia recurrida”.
4) Que ante todo, corresponde evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso, esto es, la aptitud formal del acto impugnaticio, derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley, para provocar el juicio de casación. 

En este sentido se advierte, que el recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente, conforme los términos del art. 289 del CPC y C., en atención a constancia de: 1) La fecha de notificación de la sentencia recurrida, 10/08/2017, (ver actuación N° 7649551); 2) La interposición del recurso en fecha 04/09/2017, (ver actuación N° 7770634); y 3) La fundamentación del mismo en fecha 13/09/2017 (ver actuación N° 7842313).

Asimismo se observa, que en virtud de la excepción expresa, contenida en el artículo 290 del CPC y C., el recurrente se encuentra eximido de abonar el depósito exigido ordinariamente, como requisito de admisibilidad del recurso de casación, toda vez que el recurrente inviste la calidad de empleado o trabajador en proceso laboral.

Por otro lado, se pretende la casación de una sentencia definitiva emanada de Cámara de Apelación, en cumplimiento de lo preceptuado por el art. 286 del CPC y C.

En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del art. 301 CPC y C., que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y LILIA ANA NOVILLO comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-
A LA SEGUNDA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: 1) Que a los efectos del análisis de esta segunda cuestión, y en armonía a lo que prescribe el art. 301 inc. b) del CPC y C., debe dilucidarse, si en la resolución recurrida existe alguna de las causales previstas en el art. 287 del código citado y si el escrito de fundamentación se basta así mismo, caso contrario el recurso deducido no podría prosperar. (STJSL, “Kravetz Elias Samuel c/ Edesal S.A. – D. y P. - Recurso de Casación”, 17-05-2007).
Al respecto este Alto Cuerpo tiene establecido, que para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso, la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumple (hace que), el recurso en estudio deb(a) ser rechazado (Cfr. fallo citado en párrafo anterior).

En relación a la correcta conceptualización, y por ende preciso trazado de lindes del remedio impugnaticio intentado, cabe señalar, siguiendo a doctrina especializada, que una de las características típicas de la casación, es que solo tiene viabilidad en el caso que exista un motivo legal (causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino, que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido, esté expresamente tipificado –objetivado- por ley. Por ello, puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) Debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; b) Siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir, que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo” (Cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación” 2ª  Edición, p. 213), STJSL “CHÁVEZ MIRTA NORA c/ OBRA SOCIAL PERSONAL DE IND. QUÍMICAS y PETROQUÍMICAS  s/ COBRO DE PESOS - RECURSO DE CASACIÓN”, 29-11-2007.-
2) Que del análisis de la exposición recursiva, y tal como ha sido relatado precedentemente, en lo pertinente, es evidente que la crítica del fallo, parte fundamentalmente de una discrepancia, respecto de las valoraciones probatorias realizadas por el a-quo, relativas a la naturaleza de la relación de trabajo que tuvieron actora y demandada, lo que repercute en el régimen aplicable.

Ahora bien, la determinación de la naturaleza de la relación de trabajo, y por ende el régimen aplicable (ley de contrato de trabajo o estatuto del personal doméstico), está inescindiblemente ligado, a la interpretación que hicieron los camaristas de la prueba rendida, en particular, de la prueba documental y testimonial.
Por ello, no es extraño que el recurrente en su escrito de impugnación, aborde la cuestión probatoria y presente una interpretación diversa a la realizada por la Cámara, criticando la de los jueces.

De ello, se sigue necesariamente que, si bien se observa un intento de parte del actor recurrente, de encuadrar el caso traído a examen en los incisos del art. 287 del CPC y C., lo cierto es, que el análisis propuesto no desvirtúa la implicancia fáctica y probatoria, del abordaje que debería seguirse para la resolución del caso lo que patentiza, que la cuestión propuesta excede los lindes del presente recurso.

En tal sentido, el Superior Tribunal de San Luis ha dicho, que: “…si de la lectura del recurso de casación se advierte que se plantean cuestiones de naturaleza esencialmente probatoria; estas son ajenas a la Casación según pacífico criterio de este Alto Cuerpo, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado. La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara porque este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio…” (STJSL-S.J.–S.D. N° 14/13, “BARROSO, LEONARDO EDUARDO ANDRÉS c/ GLOBAL PUNTANA S.R.L. y OTRO s/ DEMANDA LABORAL — RECURSO DE CASACIÓN  Expte. N° 18-B-12 - IURIX N° 71858/7).

Del mismo modo, es de aplicación al presente, lo sostenido invariablemente por este Superior Tribunal respecto al recurso en estudio, cuando dijo que: “…La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara porque este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio…” (STJSL Nº 53/04 “BCO. SAN LUIS S.A. - BCO. COMERCIAL MINORISTA  c/ LINDOW  y ASOC. S.A. y/OTRO – EJ. HIPOTECARIA – RECURSO DE CASACIÓN”, 19-10-04).

En consecuencia, siendo la cuestión planteada ajena al ámbito de la casación, el medio recursivo en estudio deviene improcedente, debiendo destacarse nuevamente, que el recurso de casación no procura una tercera instancia, con el fin de revisar la justicia material de las sentencias de tribunales de grado, sino antes bien el restablecimiento del imperio de la ley, a través de la correcta hermenéutica, en atención principalmente, a consideraciones de interés público vinculados con la seguridad jurídica por sobre los intereses de las partes, en un litigio singular.

2.1) De otra parte, el planteo de casación adolece de deficiencia técnica en su presentación, por haber sido formulado de manera excesivamente genérica, a la hora de determinar las normas que supuestamente, no han sido atendidas por los jueces.

En efecto, decir que se han se han interpretado erróneamente o se han dejado de aplicar “…los artículo(s) 59 de la CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE SAN LUIS, los arts. 7, 9, 10, 12, 14, 23, 58, 62, 63, 132 bis, 232, 233, 243 y 245 y/o 246 de la Ley de Contrato de Trabajo Nº 20.744; art. 18 de la Constitución Nacional; arts. 8 y 15 de la Ley N° 24.013; arts. 43 y 45 de Ley N° 25.345, entre otros por aplicarse o interpretarse erróneamente…”, no corresponde a una correcta técnica de fundación casatoria, que haga atendible el recurso.-
En tal sentido, se ha pronunciado el Superior Tribunal en: STJSL-S.J.–S.D. Nº 100/15, “TORRES, AGUILERA EDUARDO ALFRED c/ LA CAJA ASEGURADORA DE RIESGOS DE TRABAJO A.R.T. S.A. s/ ACCIDENTE o ENFERMEDAD LABORAL – LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX Nº 105157/9, de fecha 17/11/2015, cuando dijo que: “en relación al primer inciso, las supuestas normas dejadas de aplicar por el tribunal cuestionado, han sido mencionadas con excesiva generalidad, acusando a la sentencia puesta en crisis, de la no aplicación de normas constitucionales, tratados internacionales, normas de la Constitución Provincial y de los arts. 9 y 75 de la ley N° 20.744; sin precisar con todo detalle y especificación, en qué consistió la mentada falta de aplicación. Es decir, tenemos dos vaguedades que hacen inviable la cuadratura jurídica en este inciso. Por un lado, la remisión genérica a normas constitucionales y tratados internacionales, sin identificar de manera singular cuál o cuáles dejaron de aplicarse; y por otro, la falta de especificación de la parte de los arts. 9 y 75 de la LCT, que cree no fueron aplicados y la pertinencia –de la supuesta falta de aplicación- con lo resuelto en la sentencia que se recurre…”.-
2.2) Al margen de lo dicho, que de todas formas determina la suerte del recurso, creo conveniente puntualizar, que no se advierte que en la sentencia en crisis, los camaristas hayan aplicado la “teoría de los actos propios” en contra de la parte actora. Sino, que en primer lugar, la Cámara desarticula el argumento dado por el magistrado de primera instancia, en el que éste dijo que: “…valorando que los testigos de su parte dicen que la vieron efectuar tareas de limpieza principalmente en el local comercial Julio, y que los testigos de la demandada no controvierten a los primeros y resultan coincidentes…”, porque en contrapunto contrapunto la Cámara, con cita de las testimoniales de Baigorria (fs. 101/102), Mario F. Suárez (foja 103), Silvia Fabiana Mora (foja 104), Juan Luciano Barbeito (foja 105), José María Suárez (foja 120), Roque Mario Minguez (foja 166), Mirtha Alejandra Bustos (foja 171) y María Laura Díaz (foja 173), concluyó valorativamente que “No puede en consecuencia sostenerse que los testimonios de la demandada sean coincidentes con los de la actora; y estos últimos son bastante poco claros…”.-
Después del referido análisis y a la luz de él, la Cámara valoró el distingo entre los telegramas, no necesariamente como una aplicación del venire contra factum, sino como un elemento de convicción más, que le permite concluir, en que la relación de dependencia se encuadra en el régimen del personal doméstico, y no en la ley de contrato de trabajo.
2.3) Con respecto al indubio pro operario y su cuestionamiento mediante el recurso de casación, el Superior Tribunal se ha pronunciado en anteriores oportunidades. Así, vrg. en el fallo citado precedentemente se dijo: “respecto del artículo 9 de la LCT que contiene “el principio de la norma más favorable para el trabajador”, que debe actuarse en caso de duda sobre el derecho aplicable, no ha precisado el recurrente qué le hace colegir que los camaristas se han encontrado ante una situación normativa dudosa, cuya resolución imponía la aplicación de la mentada disposición. Al contrario, de la lectura de la pieza de fs. 675/678 surge indubitable que para los Camaristas la solución jurídica es la propuesta por el Juez que votó en primer término, criterio al que adhirieron, sin perjuicio de las aclaraciones que cada uno hizo, que a la postre terminan fortaleciendo la pieza judicial”.
Apreciaciones semejantes pueden predicarse del presente caso, tal como ha sido propuesto por el recurrente.

3) Con relación a la tasa de interés aplicable, el Superior Tribunal ha zanjado la discusión mantenida en relación a los distintos criterios que se venían utilizando, y en la causa STJSL-SJ–SD N° 161/17 “TORRES, ÁNGEL MARTÍN c/ ALTA TENSIÓN S.A. y OTROS s/ ACCIDENTE O ENFERMEDAD LABORAL – RECUROS DE CASACIÓN” – Iurix EXP N° 217969/11, de fecha 26/12/2017, fijo como aplicable “la tasa activa cartera general (préstamos), nominal anual del Banco de la Nación Argentina”.- 
Por lo expuesto VOTO a esta CUESTIÓN por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y LILIA ANA NOVILLO comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.-
A LA TERCERA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no corresponde su tratamiento. ASÍ LO VOTO.-
Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y LILIA ANA NOVILLO comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.-
A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: Que en consecuencia corresponde, rechazar el recurso de casación articulado, y determinar, que la tasa aplicable que deberá tenerse en cuenta para el cálculo de intereses es “la tasa activa cartera general (préstamos), nominal anual del Banco de la Nación Argentina”. ASÍ LO VOTO.-

Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y LILIA ANA NOVILLO comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-
A LA QUINTA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: Costas al recurrente vencido, arts. 68 y 69 del CPC y C. ASÍ LO VOTO.-
Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y LILIA ANA NOVILLO comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, ocho de mayo de dos mil dieciocho.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de casación articulado, y determinar, que la tasa aplicable que deberá tenerse en cuenta para el cálculo de intereses es “la tasa activa cartera general (préstamos), nominal anual del Banco de la Nación Argentina”.-
II) Costas al recurrente vencido.-

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.-
10

